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Nota aclaratoria del Consejo de Empadronamiento en relación con las modificaciones introducidas en la Ley 7/1985 por la Ley Orgánica 14/2003 (Sesión de 1 de diciembre de 2004). 
Las modificaciones introducidas por Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, de Reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre; de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local; de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, afectan a diferentes aspectos de la gestión del Padrón que requieren su desarrollo y concreción mediante la adaptación de la normativa correspondiente. 

Esta adaptación se realizará a propuesta del Consejo de Empadronamiento, quien ya está trabajando en ello. 

No obstante, en la medida de lo posible, a continuación se da respuesta a algunas de cuestiones planteadas hasta el momento en relación con las modificaciones introducidas en la Ley 7/1985: 

Aplicación de la renovación periódica cada dos años y la caducidad de las inscripciones de los extranjeros no comunitarios sin autorización de residencia permanente 

La Ley 14/2003 no establece retroactividad alguna por lo que es aplicable desde su entrada en vigor, el 21 de diciembre de 2003, para las nuevas inscripciones. 

Para las inscripciones existentes, el plazo para la caducidad empieza a contabilizarse a partir de la entrada en vigor de la Ley, es decir, el plazo para la renovación de estas inscripciones se cumple el 21 de diciembre de 2005. 

En tanto no se adapte la normativa correspondiente, los Ayuntamientos no disponen de información suficiente para poder aplicar la Ley, en lo referente a la renovación y caducidad de las inscripciones de los extranjeros no comunitarios sin autorización de residencia permanente. 

La caducidad de las inscripciones de los extranjeros no comunitarios sin autorización de residencia permanente no es aplicable por parte de los Ayuntamientos por sí solos, al carecer de la información sobre la naturaleza de la residencia legal de los extranjeros no comunitarios inscritos en sus respectivos Padrones (y si es permanente o no) y ser éste, además, un dato que no puede incorporarse a los de inscripción en el Padrón, por no figurar entre los datos de inscripción obligatorios que se relacionan en el artículo 16.2 de la Ley de Bases. 

Esta información deberá ser facilitada por el Ministerio del Interior y podrá ser canalizada a través del Instituto Nacional de Estadística (INE). 

Por otro lado, deberá regularse el procedimiento específico (documentación necesaria, plazos…) para llevar a cabo la renovación de estas inscripciones con la adaptación de la normativa. 

Procedimiento para acordar la caducidad de las inscripciones de los extranjeros no comunitarios sin autorización de residencia permanente que no hayan renovado su inscripción en el plazo de dos años 

El procedimiento para acordar las bajas por caducidad de las inscripciones de los extranjeros no comunitarios sin autorización de residencia permanente que no hayan renovado su inscripción en el plazo de dos años será mediante Resolución motivada del Alcalde para declarar la caducidad de la inscripción y acordar la baja. 

Acceso a los datos del Padrón por parte de la Dirección General de la Policía 

En relación con el acceso por parte de la Dirección General de la Policía (DGP) a los datos de inscripción padronal de los extranjeros existentes en los Padrones municipales, tanto de los Ayuntamientos como del INE, efectuada consulta a la Agencia de Protección de Datos ha informado al respecto que: la nueva Disposición adicional séptima de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local permite un acceso por la DGP a la totalidad de los datos a los que la misma se refiere, sin que sea preciso, en principio un previo análisis de la solicitud efectuada, quedando por otra parte garantizada la posibilidad de analizar si en cada caso el acceso tenía amparo en lo establecido en la Ley mediante el control de los accesos que deberán ser objeto de almacenamiento en la propia DGP. 

Madrid, 1 de diciembre de 2004 

